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Resumen
Este texto analiza el derrotero seguido por los sistemas de derecho de las nacionalidades indíge-
nas ecuatorianas desde su aprobación en la Constitución de 1998 hasta la fecha y su relación
con el sistema de derecho ordinario. Con este fin se realiza un acercamiento a la vigencia de la
Constitución de 1998 y el de su implementación efectiva hasta el 2008, fecha en la que se apro-
bó la Constitución actual. Se concluye señalando algunos retos a futuro que plantea el tema de
los sistemas de derecho indígena y su relación con la justicia ordinaria.
Palabras clave: derecho indígena, derechos constitucionales, multiculturalismo, diálogo interét-
nico, Ecuador.
Abstract
This text provides an analysis of the challenge represented by the legal systems of Ecuadorian
indigenous nationalities since the 1998 Constitution was approved until today, and their rela-
tion with the ordinary legal system. To that end, we undertake an approach to the period the
1998 Constitution was in force, up to 2008, the year in which the current Constitution was
approved. The article concludes by describing some future challenges arising from the subject
of indigenous legal systems and its relationship to ordinary justice.
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A la memoria de Willem Assies1
En la década de los noventa se inicia enAmérica Latina una etapa de reformasconstitucionales cuyo principal objetivo
era adecuar las democracias de la región a los
requerimientos de una reforma política y una
redefinición del Estado. Durante el transcurso
del período republicano las élites gobernantes
no habían sido capaces de dar respuesta a las
demandas provenientes de los pueblos indíge-
nas y afro descendientes, tanto a sus reivindi-
caciones étnicas y culturales como a su exigen-
cia de superar la exclusión económica y políti-
ca en la que han permanecido desde la época
colonial.
La mayoría de las actuales constituciones
latinoamericanas han incorporado en sus tex-
tos el carácter pluricultural y multiétnico del
Estado, en el caso ecuatoriano y boliviano in-
clusive se ha reconocido el carácter plurinacio-
nal e intercultural del mismo. Estos avances
normativos que forman parte de la deuda his-
tórica que con los pueblos indígenas y afro
descendientes mantiene el resto del país, com-
puesto en su gran mayoría por poblaciones
mestizas, muestran en el transcurso del tiempo
una gran limitación, denominada por Staven-
hagen (2008) como “la brecha de la imple-
mentación”; es decir, el paso de la norma cons-
titucional a su aplicación constituye todavía
un pendiente en la mayoría de países.
Sin embargo, este proceso no es solamente
normativo, en los últimos años se han dado
cambios significativos que alcanzan el campo
cognitivo: la región se ha visto repensada
desde la visión de los pueblos indígenas y afro
descendientes2, incorporando de esta manera
un fructífero diálogo de saberes que permita
superar aquellos paradigmas mono culturales
propios del mundo occidental. De esta mane-
ra se ha dando paso a la diversidad de cosmo-
visiones y al reconocimiento, a la par, de dife-
rentes formas de explicación de la realidad. 
En ese sentido el mundo académico y las
ciencias sociales en particular han debido res-
ponder a estas nuevas demandas de diversidad
desde distintas ópticas disciplinares. Una de
ellas es el surgimiento de un nuevo dominio
del conocimiento alrededor de la Antropolo-
gía Jurídica, que juntando los aporte de la an-
tropología y de las ciencias jurídicas pretende
analizar en profundidad la relación existente
entre la cultura y el fenómeno jurídico (Krotz,
2002).
Volviendo al tema de las reformas constitu-
cionales, una de las más importantes ha sido la
relacionada con el reconocimiento de los siste-
mas de derecho indígenas3 de los pueblos exis-
tentes en los países de la región4. En este texto,
trataré de analizar el derrotero seguido por los
sistemas de derecho de las catorce nacionalida-
des indígenas ecuatorianas desde su aproba-
ción en la Constitución de 1998 hasta la fecha
y su relación con el sistema de derecho ordina-
rio. Para lo cual haré un acercamiento por
separado de la vigencia de la Constitución de
1998 hasta el 2008, fecha en la que se aprobó
la Constitución vigente, para terminar seña-
lando algunos retos a futuro que plantea el te-
ma en debate.
1 Willem Assies (1955-2010) antropólogo holandés, co-
lega y amigo, fue profesor de la maestría de Estudios
Étnicos de FLACSO, sede Ecuador, propulsor y de-
fensor del pluralismo jurídico y de los derechos de los
pueblos indígenas de América Latina.
2 El sistema FLACSO desarrolla actualmente un intere-
sante proceso de investigación denominado: Repen-
sando América Latina. 
3 Definidos como: “una instancia social y política que
tiene poder reconocido para administrar justicia, que
posee las normas y los medios para crearlas y cambiar-
las, autoridades y mecanismos para escogerlas, procedi-
mientos para arreglar disputas, y un conjunto de san-
ciones para corregirlas” (Yrigoyen 2002: 202).
4 En algunos se les reconoció como fuero especial (Co-
lombia, por ejemplo), en otros casos son reconocidos
como sistemas a la par del sistema ordinario. De cual-
quier manera se trata de la plena vigencia del pluralis-
mo jurídico.
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Encantos y desencantos de la 
constitución de 1998
La principal reivindicación de las nacionalida-
des indígenas ecuatorianas en las reformas
constitucionales de 1998 fue la definición del
Estado como pluricultural, multiétnico y plu-
rinacional. Solamente se aprobó las dos prime-
ras características (artículo 1), mientras la tesis
de la plurinacionalidad fue rechazada pues se
pensó atentaba contra la unidad nacional y
abría la posibilidad de crear nuevas “naciones
indias”, lo que conduciría a la fragmentación y
división del país. Estos fueron argumentos es-
grimidos por los asambleístas de los partidos
de derecha y por las Fuerzas Armadas conse-
cuentes con la política de seguridad nacional.
Además en la Constitución de 1998 cabe
resaltar avances, muy importantes, en el títu-
lo de derechos fundamentales, los derechos
colectivos de los pueblos indígenas y afro
ecuatorianos (artículo 84 y 85); en el título de
la función judicial, la aplicación de la justicia
indígena y la vigencia del pluralismo jurídico
(artículo 191); finalmente, en el título de la
organización territorial y descentralización, la
creación de las circunscripciones indígenas y
afro ecuatorianas (artículos 224, 228 y 241).
No hay que olvidar que en la década de los
noventa, la mayoría de países latinoamerica-
nos con población indígena, con excepción de
Chile, introdujeron reformas constitucionales
para ser consecuentes con los avances del de-
recho internacional respecto a los derechos de
los pueblos indígenas, luego de la aprobación
en 1989 del convenio No. 169 de la OIT y la
ratificación respectiva hecha por cada país.
A la distancia se puede afirmar que estos
avances se inscriben en el denominado “multi-
culturalismo constitucional” (Van Cott, 2005;
Clavero, 2006), que más que reconocer la exis-
tencia de la diversidad cultural, en realidad,
incorporó la dimensión étnica dentro del Es-
tado. Es importante precisar que este intento
de reforma del Estado abrió también la puerta
a otro tipo de reformas económicas y políticas,
que pretendían la plena vigencia del modelo
neoliberal y, en especial, mejorar la eficiencia
del Estado, siguiendo los planteamientos del
denominado ‘Consenso de Washington’.
En uno de sus últimos trabajos, Clavero
(2008) hace un balance sobre el estado de
cumplimiento de los derechos de los pueblos
indígenas en América Latina y concluye que
hay una gran distancia entre la norma consti-
tucional y su aplicación. Esto, debido en espe-
cial a la ausencia del carácter vinculante de la
legislación; o, dicho en el lenguaje del enfoque
de derechos y garantías planteado por las Na-
ciones Unidas (Cepal, 2006), se reconocen los
derechos pero no han sido acompañados por
las garantías sociales (políticas públicas, pro-
gramas y proyectos) que garanticen su cumpli-
miento. 
En esa misma línea de argumentación, el
Relator Especial sobre la situación de los De-
rechos Humanos y las Libertades Fundamen-
tales de los Pueblos indígenas del Consejo de
Derechos Humanos de la Organización de las
Naciones Unidas, Rodolfo Stavenhagen
(2008), coincide en afirmar que el ciclo de re-
formas legales que caracterizó a la década de
los ochenta y noventa puede evaluarse como
“muchas reformas, pero pocos resultados”. El
mayor impedimento para el avance y consoli-
dación de los derechos indígenas y afro des-
cendientes ha sido la poca voluntad guberna-
mental para aplicar esos derechos. Decepciona
la doble moral con la que los Estados enfren-
tan la cuestión étnico-nacional en la región.
Por un lado, la legislación afirma el reconoci-
miento de la diferencia, pero al mismo tiempo
los Estados y su clase política dirigente des-
pliegan estrategias políticas y económicas que
buscan minar las bases colectivas de los pue-
blos. Utilizando el lenguaje jurídico-político
estatal se privilegia la vigencia de los derechos
individuales sobre los derechos colectivos.
Vale la pena mencionar que cuando se
alude a la falta de compromiso de los Estados
con los derechos indígenas y afro descendien-
tes, no me refiero únicamente a la acción,
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omisión y violación desde el poder ejecutivo.
Los poderes legislativo y judicial comparten la
misma responsabilidad. Respecto al poder le-
gislativo el balance para las nacionalidades in-
dígenas es, igualmente, desencantador. Du-
rante diez años, el Congreso Nacional aprobó
dos leyes en su beneficio. La primera, la ley de
ejercicio de los derechos colectivos de los pue-
blos indígenas, la cual se discutió inicialmente
al interior de la Confederación de Nacionali-
dades Indígenas del Ecuador (CONAIE) a
partir de septiembre de 1998 y, luego de más
de tres años de consulta, entre los pueblos y
nacionalidades y otras instancias interesadas y
estudiosas del tema. El 14 de noviembre de
2001 se presentó oficialmente ante el Con-
greso Nacional en calidad de proyecto de ley.
Luego de un proceso de negociación política
con los legisladores, el 18 de diciembre de
2002, la ley fue aprobada en segundo y defini-
tivo debate y fue remitida al Presidente de la
República. Con fecha 8 de enero de 2003, el
ex presidente Gustavo Noboa Bejarano remi-
tió al Congreso Nacional un oficio comuni-
cando el veto total de la ley, lo cual implicaba
que se debía esperar un año calendario para
reiniciar una nueva discusión, siempre y cuan-
do se cuente con el voto de las tres cuartas par-
tes de los legisladores. 
La otra ley presentada por iniciativa del
bloque de diputados del Movimiento Pacha-
kutik y denominada “Ley orgánica de las insti-
tuciones públicas de las nacionalidades y pue-
blos del Ecuador”, estaba dirigida a institucio-
nalizar aquellas instancias estatales relaciona-
das con los pueblos indígenas, las cuales fue-
ron creadas solamente por decreto presiden-
cial. Esta ley fue aprobada el 13 de septiembre
de 2007, luego de que el presidente la vetara
parcialmente.
El proyecto de ley de compatibilización y
de distribución de competencias en la admi-
nistración de justicia ordinaria e indígena par-
tió de la ejecución de un proyecto financiado
por el Banco Mundial y la Corte Suprema de
Justicia. El proyecto fue presentado oficial-
mente al Congreso Nacional el 27 de noviem-
bre de 2002. Luego de la revisión de la pro-
puesta por parte de la Comisión especializada
permanente de lo civil y penal, se elaboró un
informe que contenía 30 observaciones al
mencionado proyecto, lo que provocó su de-
claratoria como ilegal e inconstitucional. En
consecuencia, el proyecto ha estado archivado
hasta la fecha.
La acción del poder judicial respecto a la
aplicación de los derechos de las nacionalida-
des indígenas, establecidos en la Constitución
de 1998, es materialmente mínima e inclusive
marca retrocesos. Respecto a la creación de ju-
risprudencia hay dos sucesos rescatables. El
primero, mencionado por la doctora Nina
Pacari5, magistrada de la Corte Constitucional
en transición, tiene relación con el pronuncia-
miento del anterior Tribunal Constitucional
en siete casos relacionados con los derechos de
los pueblos indígenas y afro ecuatorianos du-
rante el período 1998-2008: en cuatro de ellos
a favor y en los tres restantes en contra. La
constante en estos casos es que los magistrados
prefirieron hacer un análisis de legalidad antes
que un análisis de interpretación constitucio-
nal, es decir, no privilegiaron una interpreta-
ción intercultural del derecho que hubiera
marcado un nuevo derrotero en este campo.
El segundo suceso es un caso que constitu-
ye el único ejemplo de reconocimiento del
derecho indígena por parte del sistema de jus-
ticia ordinario. Se trata del caso de la comuni-
dad de La Cocha, en la provincia de Cotopaxi,
en el cual las autoridades indígenas juzgaron el
caso de un asesinato al interior de la comuni-
dad de acuerdo al derecho propio; luego, este
mismo caso por acción de una de las partes
involucradas pasó al sistema de justicia ordina-
ria. En septiembre de 2002 se lleva a cabo la
audiencia preliminar ante el juez segundo de
5 Intervención realizada en el Congreso Internacional
“Identidad, Desarrollo y Derechos Indígenas en el Área
Andina”, realizado del 7 al 9 de julio de 2010 en
Quito, organizado por FLACSO-Ecuador y la Univer-
sidad de Sevilla.
    
lo penal de Cotopaxi, encargado del juzgado
tercero de lo penal, en donde el fiscal presentó
el dictamen acusatorio estableciendo la exis-
tencia del delito de asesinato y la culpabilidad
de los acusados. El juez, basado en las normas
constitucionales y legales y en el convenio No.
169, dictó la resolución de nulidad de todo lo
actuado por el fiscal en virtud de que las accio-
nes conocidas ya fueron juzgadas en conformi-
dad a lo que dispone el artículo 191, inciso
cuarto, de la constitución política del Ecuador.
Aunque la Constitución ecuatoriana dispo-
ne que haya defensores de oficio para pueblos
indígenas, el derecho a la lengua materna y a
contar con traductores legales en las acciones
judiciales iniciadas en su contra, ninguna de
estas medidas se han puesto en práctica. La
mayoría de operadores de justicia del sistema
ordinario no reconocen la vigencia de los siste-
mas de derecho indígena, tampoco se intere-
san en conocerlos e, igualmente, no aplican las
normas del convenio No. 169 de la OIT, los
derechos colectivos de las nacionalidades indí-
genas y la reciente declaración de las Naciones
Unidas sobre los derechos de los pueblos indí-
genas en sus acciones. 
De acuerdo a lo expuesto, en el período
post constitucional 1998-2008, los desencan-
tos han sido mayores. Para culminar este apar-
tado me gustaría hacer algunas reflexiones al
respecto. A pesar de la inclusión del carácter
pluricultural y multiétnico del Estado y del
reconocimiento de los derechos colectivos de
las nacionalidades indígenas y pueblo afro
ecuatoriano, la Constitución de 1998 no con-
tribuyó a ningún cambio estructural en el país.
Más bien contribuyó a la neoliberalización del
Estado, a la adopción de políticas de privatiza-
ción de los servicios estatales y a la explota-
ción, por parte de compañías extranjeras, de
los recursos naturales que, en su mayoría, se
encuentran en tierras indígenas y afro ecuato-
rianas. En otras palabras, el Estado definió el
marco jurídico para la aplicación definitiva del
modelo neoliberal.
El llamado “multiculturalismo constitucio-
nal”, planteado por los grupos hegemónicos
que han controlado el Estado y que aprobaron
la Constitución de 1998, surge como una
estrategia de ‘democratización’ siempre y
cuando su incorporación no atente contra el
poder político y económico establecido. El Es-
tado ecuatoriano ha sido consecuente con la
expresión popular: “la norma se aprueba, pero
no se cumple”, pues durante diez años no ha
puesto en vigencia una política pública de me-
diano y largo plazo dirigida a las nacionalida-
des indígenas que forme parte de un plan na-
cional de desarrollo. 
Desde la perspectiva de las nacionalidades
indígenas esta situación es ilustrada por la no-
ción de “indio permitido” planteada por Hale
(2002), noción que se contrapone a aquella
otra expresión recogida por muchos escritores
latinoamericanos: el “indio alzado”. En el caso
ecuatoriano la estrategia mantenida por los
pueblos indígenas de combinar la desobedien-
cia civil (los levantamientos nacionales, por
ejemplo) con la obediencia civil (la creación de
instituciones públicas indígenas y la conquista
del poder local e inclusive nacional por la vía
electoral) ha llevado a que la frontera entre
‘uno y otro indio’ se vaya moviendo de acuer-
do a la correlación de fuerzas de los movimien-
tos indígenas y del Estado.
La expectativa de la reforma 
constitucional de 2008
En cuanto al tema de los sistemas de derecho
indígenas la nueva Constitución añade tres ele-
mentos respecto a la Constitución anterior: la
garantía de los derechos de las mujeres y niños
y niñas en su práctica, la jurisdicción territorial
(artículo 171) y su reconocimiento a la par del
sistema de derecho ordinario (artículo 167).
Es preciso mencionar que luego de casi dos
años de aprobación de la norma constitucional
la función legislativa ha aprobado dos leyes se-
cundarias que concretan el artículo 171. La
Retos de la diversidad: el reconocimiento y aplicación de los sistemas de derecho indígenas ecuatorianos
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primera refiere al nuevo Código Orgánico de
la Función Judicial6, cuyo Título VIII, artícu-
los 343 al 346, está dedicado a las relaciones
entre las dos justicias. El artículo 343 se refie-
re al ámbito de la justicia indígena en los mis-
mos términos que utiliza el artículo 171 de la
Constitución, sin embargo añade un párrafo
adicional que dice: “No se podrá alegar dere-
cho propio o consuetudinario para justificar o
dejar de sancionar la violación de derechos de
las mujeres”. El artículo 344 hace alusión a
cinco principios de la justicia intercultural que
deben aplicar los funcionarios de la justicia
ordinaria en sus procedimientos: diversidad,
igualdad, non bis in idem*, pro jurisdicción in-
dígena e interpretación intercultural. El artí-
culo 345 del Código habla de la declinación
de competencia de las juezas y jueces en favor
de las autoridades indígenas siempre y cuando
haya petición de las mismas en tal sentido. Es-
tablece el plazo de tres días para probar la cali-
dad de la autoridad indígena peticionaria bajo
su propio juramento. Luego de lo cual se pro-
cederá al archivo de la causa. El artículo 346
del Código se refiere a la promoción de la jus-
ticia intercultural en tres sentidos. El primero,
la obligación del Consejo de la Judicatura de
designar recursos humanos y económicos para
la coordinación y cooperación entre los dos
sistemas. El segundo, tiene que ver con la ca-
pacitación de servidores y servidoras de la
Función Judicial para que “conozcan la cultu-
ra, el idioma y las costumbres, prácticas ances-
trales, normas y procedimientos del derecho
propio o consuetudinario de los pueblos indí-
genas”. El tercer sentido del artículo 346 es
mandatorio para el Consejo de la Judicatura,
en el sentido de que no tiene ningún tipo de
incidencia sobre la naturaleza y funcionamien-
to de la justicia indígena, lo cual asegura que
las relaciones de coordinación y cooperación
están garantizadas por lo menos desde el
punto de vista formal.
La segunda ley es la de Garantías Juris-
diccionales y Control Constitucional que en
su capítulo IX, artículos 65 y 66, trata sobre la
acción extraordinaria de protección contra las
decisiones de la justicia indígena. Con esto se
pretende garantizar el derecho de aquellas per-
sonas que estén inconformes con las decisiones
de las autoridades indígenas si violan los dere-
chos constitucionalmente garantizados o dis-
criminan a la mujer por el hecho de ser mujer.
Estas personas podrán acudir a la Corte Cons-
titucional e impugnar la decisión. En esta ley
se define el ámbito, los principios y procedi-
mientos cuando surjan estas situaciones.
La Corte Constitucional en los dos últimos
años ha emitido siete sentencias relacionadas
con los pueblos indígenas, dos de ellas mere-
cen ser citadas y comentadas. La primera trata
del caso No. 0027-009-AN por la cual la Uni-
versidad Amawtay Wasi impugna al Consejo
Nacional de Educación Superior (CONE-
SUP) su decisión de impedirle abrir sedes fue-
ra de la ciudad de Quito. La sentencia No.
008-09-SAN-CC (9 de diciembre de 2009) da
la razón a la mencionada Universidad median-
te la aplicación de tres principios: 
• El de la Continuidad Histórica: el cual
define que los pueblos y nacionalidades in-
dígenas, no obstante su colonización y sus
secuelas estructurales, están presentes con
sus identidades diferenciadas del resto de
las sociedades nacionales, haciendo uso de
sus costumbres, culturales, normas, institu-
ciones jurídico-político-religiosas, nociones
filosóficas e idiomas, asentados en territo-
rios indígenas en los cuales ejercen el auto-
gobierno comunitario.
• El de la Diversidad Cultural: a partir del
cual, la función de la ley, en el caso de las
normas, es la de preocuparse en considerar
no solo la relación entre el Estado y la ciu-
6 Para una mayor discusión sobre el tema, ver García
(2009).
* Expresión en latín que significa “no dos veces por lo
mismo”, este principio que forma parte de los princi-
pios constitucionales de algunos países, garantiza a una
persona no ser enjuiciada y condenada más de una vez
por el mismo delito (N. de la E.).
    
dadanía, sino “las identidades entre los
pueblos”, es decir, tomar en cuenta la pre-
sencia de los distintos pueblos indígenas,
con sus instituciones, sus costumbres y sus
filosofías en relación con otros pueblos no
indígenas que comparten un mismo terri-
torio nacional.
• El de la Interculturalidad: el cual tiene que
ver con el diálogo, fundamentalmente epis-
témico; no se trata de un diálogo en el cual
los pueblos indígenas sean los convidados
de piedra. El diálogo intercultural, como
señala Oscar Guardiola-Rivera (2008: 74),
no es otra cosa que: “el diálogo entre las di-
ferentes epistémicas que, al existir posicio-
nes hegemónicas, son luchas cognitivas que
tienen que ver con el modo en que dife-
rentes pueblos hacen uso de diversas for-
mas de producir y aplicar conocimiento,
para relacionarse entre sí, con otros, con la
naturaleza, con el territorio, con la riqueza
con la sociedad diversa”.
La segunda sentencia tiene que ver con la ac-
ción de inconstitucionalidad presentada por la
CONAIE por la aprobación de la Ley Minera
por parte de la Asamblea Nacional (caso No.
008-09-11-IN y 0011-09-IN). Los motivos
de esta acción se debían a la omisión de la con-
sulta previa prelegislativa (artículo 57, nume-
ral 17 constitucional) y el atentado contra va-
rios derechos colectivos de los pueblos indíge-
nas (artículo 57 constitucional).
La sentencia No. 001-10-SIN-CC (18 de
marzo de 2010) desechó la acción de incons-
titucionalidad planteada por la CONAIE, sin
embargo definió que la consulta prelegislativa
no es un mero procedimiento, sino un dere-
cho colectivo de los pueblos indígenas. Por
tanto, se norma su procedimiento y se lo
exige como mecanismo previo para aprobar
las leyes que se aprueben en adelante y que
afecten los derechos colectivos de los pueblos
indígenas. 
Retos a futuro
Para terminar, algunas precisiones y propues-
tas. El reconocimiento de los sistemas de dere-
cho indígena no esta en duda, los avances de la
Constitución de 2008 muestran que el dere-
cho no puede ser regresivo sino progresivo. Es
preciso avanzar en la aprobación de la ley de
coordinación y cooperación entre los sistemas
de justicia indígena y el sistema de derecho
ordinario, previsto al final del artículo consti-
tucional No. 171. Esta ocasión aparece como
una oportunidad propicia para preparar y
aprobar dicha ley con la participación de todos
los actores involucrados y cumpliendo los re-
quisitos previstos para el efecto, en especial el
proceso de consulta previa pre-legislativa men-
cionada en artículo 57, numeral 17 de la
Constitución.
En ese sentido, se encuentra en marcha un
proceso de preparación de un proyecto de ley
auspiciado por el gobierno (Ministerio Coor-
dinador de Patrimonio Cultural y Natural y
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) y
las organizaciones indígenas nacionales, apo-
yado por las Naciones Unidas, pero que re-
quiere de soporte y decisión política para su
culminación.
Además de la ley es necesario acumular
jurisprudencia sustanciada por las diversas ins-
tancias de la justicia ecuatoriana (Cortes Pro-
vinciales, Corte Nacional y Corte Consti-
tucional) bajo la inspiración de los principios
constitucionales y la interpretación intercultu-
ral. Estas acciones son básicas para ir discer-
niendo aquellas situaciones polémicas que
muchas veces las leyes secundarias no pueden
solventar. 
El tema de la práctica del pluralismo jurídi-
co en el país requiere de un debate abierto,
interdisciplinar, interétnico, participativo y de
carácter académico que de cuenta de la impor-
tancia del tema, se trata de una cuestión de
interés nacional. Por lo tanto, no cabe que sea
tratado en el marco de la pugna política entre
el gobierno y el movimiento indígena, se debe
Retos de la diversidad: el reconocimiento y aplicación de los sistemas de derecho indígenas ecuatorianos
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impedir su politización, en beneficio de alcan-
zar acuerdos al respecto.
Toda esta situación analizada muestra que
en el Ecuador hay todavía fuentes de tensión
interétnica y de discriminación que faltan por
resolver. Distingo por lo menos tres de ellas: el
uso y explotación de los recursos naturales y
de los conocimientos ancestrales colectivos; la
presencia del racismo por parte de la pobla-
ción mestiza hacia los pueblos indígenas y afro
ecuatorianos; y, por último, la vigencia de los
sistemas de derecho indígena y del sistema de
derecho ordinario. Cualquier intento de reso-
lución de estos temas activan todavía posicio-
nes esencialistas y cerradas por parte de los di-
ferentes actores. Propongo que parte de la ex-
plicación reside en el hecho de que lo que se
esta disputando son espacios de poder políti-
co. En el caso de la justicia esto es claro, su
aplicación constituye antes que nada un ejerci-
cio de poder y, por lo tanto, su cuestionamien-
to genera enfrentamientos y pugnas.
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